ACCIÓN DE TUTELA. PRIMERA INSTANCIA 

RADICACIÓN:   660012204002 2005-00082 00

ACCIONANTE: CARLOS ALBERTO FRANCO GARCÍA    


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN PENAL

MAGISTRADO PONENTE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Pereira, diciembre dieciséis de dos mil cinco

Acta No. 676

Hora: 09:00 am
Procede la Sala a dictar el fallo correspondiente dentro de la acción de tutela instaurada por el ciudadano CARLOS ALBERTO FRANCO GARCÍA, donde figuran como accionados la Fiscalía 17 Seccional de Pereira y los Juzgados Cuarto Penal Del Circuito, Primero y Segundo de Ejecución de Penas de esta ciudad.

1.- SOLICITUD 

Relata el accionante estar detenido por cuenta de la investigación que se le adelantó por la conducta punible de violencia intrafamiliar y haber cumplido la pena en días pasados, pero al solicitar la libertad condicional se enteró que había sido condenado en ausencia por parte del Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad, en proceso adelantado por Constreñimiento ilegal.

Aduce que la denunciante sabía que se encontraba detenido, pero no fue buscado por las autoridades judiciales, por ello fue declarado persona ausente y se le designó defensor de oficio, con quien se siguió la actuación que culminó con sentencia condenatoria que impuso un (1) año de prisión como pena y, además, se le negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena.

Expone que no tuvo oportunidad de defenderse ni de presentar pruebas en su favor, menos, controvertir las aducidas en su contra y fue condenado sin que tuviera el más mínimo conocimiento de la existencia de ese proceso y aduce que la Fiscalía sabía que se encontraba detenido en la Cárcel de Pereira. Incluso, al ser condenado por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito, se hizo alusión a su estado jurídico anterior, para negarle el beneficio de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, de lo que colige que tal despacho tenía conocimiento de su privación de la libertad.

Hace énfasis en que sus problemas judiciales provienen de la misma situación con la madre de su hija y considera injusto que al haber pagado la pena que le fuera impuesta y estar plenamente rehabilitado, se le obligue a permanecer detenido, ya que estima que no es necesario seguir con más prisión en su caso, porque ha tenido buena conducta en la cárcel y requiere de una oportunidad para reintegrarse a la sociedad. 

Considera violados sus derechos al debido proceso, a la defensa y a la libertad, ya que la administración de justicia no realizó lo que la ley le imponía en relación con tratar de ubicarlo por todos los medios, cuando en el Barrio Campestre A donde vive todo el mundo lo conocía y no era justo que lo declararan reo ausente cuando estaba detenido en las instalaciones que están cerca del Juzgado que lo condenó en ausencia.

2.- TRÁMITE

Una vez arribaron las diligencias, se admitió la acción instaurada y se vinculó al Juzgado Cuarto Penal del Circuito, posteriormente se decidió de oficio atar al trámite a la Fiscalía Diecisiete Delegada ante los Juzgados Penales del Circuito. 

Se realizó inspección judicial a los expedientes adelantados por los delitos de violencia intrafamiliar y constreñimiento ilegal, así como lo diligenciado con ocasión de la vigilancia de la pena impuesta, luego de lo cual, una vez agotada tal diligencia se decidió también de manera oficiosa vincular a los Juzgados Primero y Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad.

3.- Contestación

Sólo se pronunció el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, para solicitar que se le desvinculara del trámite, dado que por parte de ese despecho no se había producido violación de derecho fundamental alguno. La última decisión que profirió consistió en declarar la acumulación jurídica de penas por medio de la cual tasó una pena a descontar de veintisiete (27) meses de prisión.

Si la acción pretendía atacar la negación de la libertad condicional, lo adecuado hubiera sido interponer los recursos y no acudir a la acción de tutela.

De todas maneras, en caso de comprobarse la vulneración de algún derecho, no era necesaria la vinculación del juez ejecutor, ya que bastaría con comunicar la providencia que se emitiera, porque lo actuado en esa sede quedaría sin valor. 

4.- Para resolver, SE CONSIDERA 

En nuestro Estado Social de Derecho, se ha constituido la tutela en un mecanismo privilegiado disponible para todas las personas en aras de hacer cesar la vulneración de derechos fundamentales constitucionalmente reconocidos.

Por lo que respecta a las decisiones judiciales, aún hoy las determinaciones tomadas en sede de tutela sobre tal materia generan controversia. No obstante, se ha llegado a admitir que la acción procede de manera excepcional cuando las acciones de la judicatura constituyen verdaderas vías de hecho, eventos en los cuales es dable al Juez en esta sede adentrarse en asuntos propios del juez natural, esto es, donde es evidente la arbitrariedad, el capricho o la violación flagrante de las garantías constitucionales, tal como se dijera últimamente en la sentencia T-066 de 2005 
. 

Desde ese punto de vista, una vez se han revisado los dos procesos que de manera independiente se han surtido en contra del accionante, debe forzosamente concluir la Sala que, en efecto, no se ha producido una vía de hecho en ninguno de ellos, ya que el señor FRANCO GARCÍA en el adelantado por violencia intrafamiliar, si bien no estuvo atento al mismo, por lo menos fue vinculado mediante indagatoria y su abogado defensor designado de oficio, ejerció una defensa activa que incluyó la interposición y sustentación del recurso de apelación de la sentencia condenatoria, que fue confirmada en la segunda instancia. Con motivo de tal averiguatorio, fue necesario ordenar su captura, la cual se produjo el trece (13) de mayo de este año.

Por lo que respecta al expediente seguido por la conducta punible de constreñimiento ilegal, tampoco se evidencia un trámite desapegado de la normatividad vigente, donde dicho sea de paso, no resulta cierto lo asegurado por el accionante en el sentido de ser sorprendido con la sentencia proferida, ya que según él desconocía que se estuviera adelantando tal actuación. 

En contra de su dicho, son bastante dicientes las constancias que se encontraron en la foliatura correspondiente a lo actuado en el proceso por Constreñimiento Ilegal, sobre haberse requerido de manera personal al señor CARLOS ALBERTO FRANCO GARCÍA para que se presentara acompañado de abogado ante el Despacho de la Fiscalía que adelantaba la instrucción, de lo cual quedó debidamente enterado, lo cual se corrobora al encontrarse su firma en tal documento que obra en el folio 44. Pero además, se llamó al teléfono reportado como de su residencia, donde la señora madre del accionante tomó nota de la información para pasársela a su hijo, dado que según informó en ese momento, se encontraba de viaje. Por si lo anterior fuera poco, por parte de la Fiscalía se enviaron las respectivas comunicaciones a la dirección que le aparecía al procesado en el Barrio Campestre A Manzana 13 Casa 13, las cuales en la mayoría de las veces fueron devueltas sin entregar por diversas causas.

Así las cosas, es evidente que el señor FRANCO GARCÍA sabía que se le adelantaba otro proceso judicial y no puede a la hora de ahora desconocer tal situación, producto de lo cual, no puede afirmar que fue sorprendido con la sentencia proferida en su contra por parte del Juzgado Cuarto Penal del Circuito.

En fundamento en tales planteamientos, sería necesario colegir que no existió vulneración de ninguno de sus derechos y por ende, esta acción no estaría llamada a prosperar, si no fuera por una circunstancia particular que debe tener en cuenta el Juez en sede de tutela a la hora de tomar la decisión que se le pide.

Acontece que a pesar de los ingentes esfuerzos que se hicieron para ubicar al señor FRANCO GARCÍA, no puede desconocerse que para el momento en que se profirió la decisión que calificó el mérito del sumario con la correspondiente resolución de acusación, ya el señor acusado se encontraba privado de la libertad, habida cuenta que su captura y puesta a disposición del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad se produjo como ya se mencionó anteriormente, el día trece (13) de marzo del presente año.

Al respecto, es preciso acudir a la reglamentación procedimental penal aplicable a tal trámite en virtud de haber ocurrido los hechos en vigencia de la Ley 600 de 2000, que de manera específica señala que al procesado que se encuentre privado de la libertad se le notificarán las decisiones de manera personal (Art. 178). Pero además, tal codificación señala que la presencia de quien esté detenido será necesaria en la audiencia pública (Art. 408).

Por manera que, así haya quedado establecido que el señor FRANCO GARCÍA sabía del trámite que se había iniciado en su contra, salta a la vista que la facultad para ejercer su defensa, controvertir las pruebas que militaban en su contra, pedir la práctica de las que la favorecieran, incluso, nombrar abogado defensor que lo representara o solicitar ser escuchado para dar su versión de los hechos; se vio cercenada ya que para el momento en que se necesitaba de su presencia procesal para ejercer tales actividades en pro de sus intereses, se encontraba privado de la libertad, por cuenta de una autoridad judicial.

Si bien es cierto, no puede hablarse que se haya presentado negligencia por parte de quienes tuvieron a su cargo el expediente en las etapas de instrucción y juzgamiento para lograr la comparecencia del sujeto pasivo de la acción penal, no lo es menos que un poco de diligencia hubiera sido deseable, en especial por cuanto con una simple solicitud de antecedentes remitida a la Cárcel de Varones de esta ciudad, habría podido conocerse que para ese entonces el señor FRANCO GARCÍA estaba purgando la pena que se le impuso y por tanto, se habrían podido tomar las determinaciones conducentes a garantizar el ejercicio del derecho de defensa que le asiste a todo procesado.

En este estado de la actuación, estima que el afectado carece de otros mecanismos de defensa judicial para hacer efectivo el derecho conculcado, habida cuenta de la presunción de legalidad y del tránsito a caso juzgado que ha adquirido la sentencia proferida en contra del señor FRANCO GARCÍA con lo cual, es imperativa la concesión del amparo constitucional por vía de tutela. 

En consonancia con la forma en que últimamente se ha procedido por parte de la Corte Constitucional y de la Corte Suprema de Justicia en casos de connotaciones semejantes en los cuales ha prosperado la acción impetrada
, el Tribunal dispondrá que el juez del conocimiento dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de este fallo, adopte las decisiones pertinentes encaminadas a restablecer al accionante el derecho de defensa que de conformidad con lo esbozado en esta providencia se considera afectado incluso desde la notificación de la resolución que calificó el mérito del sumario.

Como se ve, la sentencia condenatoria proferida por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito debe salir del mundo jurídico y debe dejar de producir los efectos jurídicos que ha generado respecto de la detención que hasta ahora afronta el señor CARLOS ALBERTO FRANCO GARCÍA. En consecuencia, se dispondrá también que por parte de los señores Jueces de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes al proferimiento que haga la señora Juez del conocimiento, tomen las decisiones pertinentes que se desprendan de allí. Tal decisión no significa de manera alguna que por parte de estos últimos funcionarios se hubiere dado quebrantamiento de garantía fundamental alguna, pero en aras de hacer expedito el trámite que con ocasión del fallo se inicia, se considera pertinente la determinación así tomada.

5.- DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

falla

PRIMERO: Tutelar el derecho de defensa del señor CARLOS ALBERTO FRANCO GARCÍA, vulnerado de manera indirecta por las autoridades judiciales que conocieron del proceso penal fallado en su contra por la conducta punible de constreñimiento ilegal.

SEGUNDO: Se dispone que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de este proveído, el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira, (Rda.) adopte las decisiones necesarias con el fin de restablecer el derecho de defensa a partir de la notificación de la resolución mediante la cual se calificó el mérito del sumario por parte de la Fiscalía 17 Seccional de esta ciudad; hecho lo anunciado, dispondrá la remisión del expediente al ente acusador para que por competencia rehaga el trámite que corresponde a la notificación de la Resolución de Acusación.

TERCERO: También dentro de un término que no deberá superar las cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir del momento en que se produzca la determinación del Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad, los titulares de los Juzgados Primero y Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital, producirán las determinaciones pertinentes, respecto de los efectos jurídicos que de ella se deriven, en lo que hace con la situación del señor FRANCO GARCÍA.

CUARTO:  Si esta decisión no es impugnada, por secretaría remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE      

   VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO

WILSON FREDY  LÓPEZ

Secretario de la Sala
� Por regla general la acción de tutela como mecanismo subsidiario  de defensa de los derechos fundamentales, deviene improcedente contra las decisiones de carácter judicial, toda vez que deben respetarse los principios de seguridad jurídica y cosa juzgada, entre otros.  No obstante, como lo tiene establecido la doctrina de esta Corporación, frente a acciones u omisiones de los administradores de justicia desprovistas de todo fundamento normativo y explicables sólo como fruto del capricho y la arbitrariedad del funcionario, cabe la acción de tutela de manera excepcional y restrictiva.  Esto es así por cuanto los jueces, no obstante su sujeción al principio de legalidad y su autonomía e independencia, pueden incurrir en vías de hecho lesivas de los derechos fundamentales de los administrados y frente a esos supuestos la acción de tutela, en lugar de desvirtuarse, se reafirma como mecanismo legítimo de protección de tales derechos. 








� Cfr. Sentencia de Tutela del 10-12-2004. Rad. 18734.  M. P. Dr. HERMAN GALAN CASTELLANOS, por medio de la cual no decreta directamente la NULIDAD como Juez de Tutela -con las demás consecuencias que tal decisión conlleva-, sino que dispone que esta declaración la haga directamente el juez del conocimiento en cumplimiento de la orden del Juez Constitucional.
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